ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Niega: No se demostró presupuestos de responsabilidad / DAÑO ANTIJURÍDICO - Niega. Caso incineración de vehículo automotor por un grupo armado al margen de la ley / DAÑOS OCASIONADOS CON OCASIÓN DE CONFLICTO ARMADO - Afectación a bien mueble de ciudadano por ataque de grupo subversivo
NOTA DE RELATORÍA: Problema Jurídico. ¿La incineración tanto del vehículo como de la mercancía que allí se transportaba resulta imputable a las entidades demandadas por la omisión en no brindar de manera oportuna la protección que los demandantes alegan que solicitaron?
RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL POR OMISIÓN DE DEBER LEGAL DE PROTECCIÓN DE BIENES DE LA POBLACIÓN CIVIL - Niega / DAÑO ESPECIAL - Niega. Incineración se produjo tiempo después de haber solicitado ayuda a las autoridades / DAÑO ESPECIAL - No se demostró la ruptura de igualdad de las cargas públicas
[P]ara el presente caso, es importante destacar que los oficios emanados por las autoridades demandadas calificaron la zona donde fue incinerado el camión como de orden público, por lo que para el efecto del ejercicio de la actividad que les compete en especial a la Policía Nacional, debían ejercerse previa autorización del Comando de Operaciones. Por lo tanto, no se presentó una omisión por parte de la Policía Nacional y del Ejército Nacional, ya que no puede atribuirse la incineración del camión a la omisión de las entidades demandadas, por cuanto este hecho acaeció luego de haber solicitado la ayuda a las autoridades competentes (…). Por último, esta Sala considera que no puede aplicarse el daño especial como título para declarar la responsabilidad de la administración debido a que esta tesis se sustenta en que “en ejercicio de sus competencias y obrando dentro del marco de las disposiciones legales, causa con su actuación un perjuicio de naturaleza especial y anormal a un administrado, un daño que excede el sacrificio que el común de los ciudadanos debe normalmente soportar en razón de la peculiar naturaleza de los poderes públicos y de la actuación estatal”  (…). Bajo este contexto, y de acuerdo con los elementos que compone el daño especial , no se observa un actuar legítimo de la administración que haya causado el daño a los demandantes, poniéndolos en situación que excede el sacrificio que normalmente los ciudadanos deben soportar, ni que represente una ruptura de la igualdad de las cargas públicas, por cuanto, se insiste, el actuar del Estado bajo los hechos acreditados se hizo efectivo con posterioridad a la incineración, por lo que resulta incorrecto determinar que la actuación de las entidades demandadas fue lo que ocasionó la quema del vehículo, ya que se demostró que el dueño del automotor conocía de la deflagración y posterior a tal situación, solicitó la ayuda de las autoridades (…). Por todo lo anterior, esta Subsección modificará la sentencia de primera instancia para simplemente denegar las pretensiones de la demanda.
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Radicación número: 68001-23-31-000-1999-01937-01(25885)
Actor: RODRIGO PUENTES ALVAREZ Y OTRO
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL - EJERCITO NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Decide la Subsección C el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante  contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Santander el 21 de agosto de 2003, mediante la cual se denegaron las pretensiones de la demanda en los siguientes términos: 

“(…) PRIMERO: DECLARASE como probada la excepción del hecho de un tercero. 

SEGUNDO: DENIEGANSE las súplicas de la demanda (…)”. (Fl. 394 C. ppal) 
I. ANTECEDENTES

1. La demanda y pretensiones 

RODRIGO PUENTES ÁLVAREZ y JOSÉ LUÍS MÉNDEZ ABREO, mayores de edad, por intermedio de apoderado y en ejercicio de la acción de reparación directa consagrada en el artículo 86 del C.C.A., presentaron demanda el día 28 de agosto de 1999, para que se realizaran las siguientes declaraciones y condenas: (Fls. 29 a 41 C.1) 

“(…) 1.1. EL EJERCITO NACIONAL – MINISTERIO DE DEFENSA – LA NACIÓN y LA POLICÍA NACION (sic) – MINISTERIO DE DEFENSA – LA NACIÓN, son solidariamente responsables de la totalidad de los perjuicios ocasionados a RODRIGO PUENTES ALVAREZ y JOSÉ LUIS MENDEZ ABREO, por los daños materiales que les fueron causados por la incineración a sus bienes el día catorce (14) de agosto de mil novecientos noventa y ocho (1998) en la ciudad de Barrancabermeja, a saber respectivamente: el vehículo camión, de color perla, de servicio particular, marca Dodge modelo 1979, placas IRE 547, motor T930804C13, chasis DT930804; y de otra parte la carga que dicho automotor portaba consistente en sesenta y tres (63) canastas con botellas de CERVEZA AGUILA, y ciento sesenta y ocho (168) canastas con envase del mismo producto. 

1.2. Como consecuencia de la anterior declaración, se condene al EJERCITO NACIONAL – MINISTERIO DE DEFENSA – LA NACIÓN y LA POLICÍA NACION y a LA POLICÍA NACIONA (sic) – MINISTERIO DE DEFENSA – LA NACIÓN al pago solidario de los reseñados daños y perjuicios de la manera siguiente: 

1.2.1. A RODRIGO PUENTES ÁLVAREZ los perjuicios materiales íntegros causados con ocasión de la pérdida por incineración de su vehículo camión, de color perla (…) esto es por concepto de daño emergente y lucro cesante, actualizados de acuerdo al incremento del índice de precios al consumidor, e incrementado en los intereses compensatorios que sumen desde la fecha de su causación hasta la fecha del pago efectivo, en la cuantía que resulten probados en este proceso. 

1.2.2. A JOSÉ LUÍS MÉNDEZ ABREO, los perjuicios materiales íntegros causados con ocasión de la pérdida por incineración de la carga que transportaba el vehículo mencionado en el numeral anterior, consistente en sesenta y tres (63) canastas de CERVEZA AGUILA, y ciento sesenta y ocho (168) canastas de envase del mismo producto, esto es, por concepto de daño emergente y lucro cesante, actualizados de acuerdo al incremento del índice de precios al consumidor, e incrementado en los intereses compensatorios que sumen desde la fecha de su causación hasta la fecha del pago efectivo, en la cuantía que resulten probados en este proceso. 

1.3. Por las costas, agencias en Derecho y gastos del proceso.

1.4. Las entidades demandadas darán cumplimiento a la sentencia dentro del término de treinta (30) días siguientes a la fecha en la cual tenga conocimiento de su existencia ya ejecutoriada tal y como lo señalan los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo (…)”. (Fls. 29 a 31 C.1)   

Solicitó por perjuicios materiales los siguientes valores: daño emergente en favor de Rodrigo Puentes Álvarez la suma de $16.691.600 (pérdida por incineración del vehículo); y $50.771.496 por lucro cesante, en razón a $3.700.000 mensuales por lo dejado de percibir con ocasión del servicio de transporte que prestaba. Respecto del señor José Luís Méndez Abreo, los perjuicios materiales corresponden a $3.794.110 por daño emergente (pérdida de mercancía) y $6.861.008 en razón de $500.000 mensuales por lucro cesante. Los anteriores valores fueron arrojados por la operación matemático financiera que efectuó el apoderado. (Fls. 45 a 47 C.1)  
2. Hechos 
Como fundamento en las pretensiones, los demandantes expusieron los hechos que la Sala sintetiza así:

Rodrigo Puentes Álvarez se desarrollaba como transportador de carga en la región de Santander, actividad que ejercía con su vehículo de propiedad camión color perla de servicio particular, marca Dodge, modelo 1979, placa IRE 547, motor T930804C13 y chasis DT930804. Por su parte, el señor José Luís Méndez Abreo se dedicaba a la comercialización de cerveza (especialmente cerveza Águila), de la cual se proveía en Bucaramanga para expedirla en Barrancabermeja.

El 14 de agosto de 1998 Jose Luís Méndez contrató al señor Rodrigo Puentes para que le transportara desde la ciudad de Bucaramanga hasta Barrancabermeja, una carga de cerveza para venderlo en dicho lugar, acompañados por el señor Luís Modesto Bautista quien ayudaba a descargar dicha mercancía.

Cuando llegaron al barrio la Floresta de la ciudad de Barrancabermeja el día mencionado, siendo aproximadamente 10:30 a.m., se encontraban descargando la mercancía cuando sujetos encapuchados, al parecer, miembros de grupos subversivos los intimidaron con armas de fuego y les solicitaron el vehículo para sus actividades delictuales, por lo que éste fue entregado.

Los señores José Luís Méndez y Luís Modesto Bautista Santos lograron escapar de la vigilancia de los bandidos y de inmediato se dirigieron en taxi hasta la Guardia del Comando Especial Operativo de Magdalena Medio de la Policía Nacional para informar sobre la anomalía, especificando que el vehículo se dirigía por la vía al corregimiento el Llanito de Barrancabermeja, clamando la protección de la vida del transportador retenido y salvaguardar los bienes comprometidos. 

Ante la desatención de dichas autoridades, quienes les indicaron a los señores que se dirigieran al Ejército para requerir ayuda, procedieron de conformidad y, luego ante similar evasiva, se dirigieron a la SIJIN quienes los remitieron a la Fiscalía, no sin antes advertir que los señores antes de arribar a dicho lugar, por intermedio de la empresa radio taxi, pudieron conocer que los bienes habían sido incinerados en el corregimiento antes mencionado. 

Ya en la Fiscalía el señor Méndez y el señor Baustista se encontraron con el conductor, quienes presentaron las respectivas denuncias al conocer que tanto el vehículo como las mercancías fueron incineradas. 

La parte demandante expresó que si bien los hechos delictivos fueron perpetrados por delincuentes desconocidos, lo cierto es que se presentó una conducta omisiva por parte de las entidades demandadas ante el clamor de cumplir con los deberes de tutela a la vida y bienes, estando en plena capacidad logística para hacerlo. (Fls. 31 y 32 C.1)

Como fundamento de derecho alegaron que a pesar de que los demandantes informaron en oportunidad sobre la gravedad de los hechos presentados, requiriendo acciones eficaces por parte de las autoridades policiales y militares, éstas no desplegaron labor alguna como las propias autoridades lo han reconocido. (Fl. 35 C.1) 

3. Actuación procesal en primera instancia
Por auto de 11 de enero de 2000 el Tribunal Administrativo de Santander admitió la demanda (Fls. 43 y 44 C.1), posteriormente, el apoderado de la parte actora, mediante escrito de 27 de septiembre de 1999, aclaró la cuantificación de los perjuicios materiales solicitados (Fls. 45 a 47 C.1). 

El Ministerio de Defensa fue notificado por conducto del Comandante de la Policía de Santander el 14 de agosto de 2000 (Fl. 61 C.1) y por el Comandante de la Segunda división del Ejército Nacional el 14 de octubre de 2000. (Fl. 65 C.1)   
3.1 Contestaciones de la demanda: 

La Policía Nacional, mediante apoderado, contestó la demanda con escrito de 9 de noviembre de 2000, oponiéndose a las pretensiones de la demanda (Fls. 67 y 68 C.1). Indicó que una vez conocido el hecho se alertaron a las unidades, se puso en conocimiento a los policiales mediante los radios de comunicación sobre el hurto del automotor. Así mismo, expuso que el hurto de camiones no debe ser siempre la responsabilidad de la Policía Nacional, ya que debe ajustarse a las circunstancias y a las medidas de seguridad que inclusive haya implementado el particular frente a su vehículo de carga. Por último, resaltó que en atención a las respuestas de los derechos de petición que indicaban que debía instaurarse un denuncio, tal situación se debía a que ante una zona de alta influencia subversiva, sólo se requería de procedimientos especiales.      

Por su parte, el Ejército Nacional con escrito de 21 de noviembre de 2000 dio contestación a la demanda (Fls. 69 a 72 C.1). Expuso que los hechos acaecidos y los daños sufridos por los actores tuvieron como causa directa la acción criminal de subversivos y contrario a ello, no se originó en la prestación inadecuada del servicio, sino por el hecho de un tercero. 

Concluyó en su argumentación que: i) se presentó una inexistencia de falla por parte del Estado, ya que no era de recibo el argumento expuesto por la demandante consistente en que se había dado aviso a las autoridades, por cuanto como lo afirman los militares, el señor Rodrigo Puentes informo verbalmente al Ejército Nacional sobre la incineración del vehículo y éste fue orientado sobre el procedimiento que debía seguir para lograr que el seguro respondiera por el valor correspondiente. ii) el área general de Barrancabermeja es de zona roja donde las autoridades militares hacen enormes esfuerzos para cumplir con sus funciones constitucionales y legales; iii) El Estado no es un asegurador absoluto de los derechos fundamentales de las personas, en virtud del principio de relatividad. (Fl. 71 C.1).

Vencida la anterior etapa probatoria, que inició el 11 de junio de 2001 (Fls. 78 y 79 C.1), por auto de 19 de julio de 2000, el Tribunal corrió traslado a las partes para presentar los alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que emitiera el concepto de rigor. (Fl. 254 C.1)  
4. Alegatos de conclusión en primera instancia 

Con escrito de 28 de noviembre de 2002 el apoderado de la Policía Nacional presentó los alegatos de conclusión considerando que en el presente caso no se acreditó la falla en el servicio. Así mismo, expuso que de acuerdo con lo manifestado por el Comandante del Magdalena Medio, los demandantes al llegar a la guardia no dieron la información completa, no presentaron la denuncia ni suministraron dato alguno, lo cual impedía encausar la operación y además se creaba el margen de duda, ante la situación de orden público que se vivía y, de otro lado, se arriesgaba la protección de un grupo de uniformados ante informaciones imprecisas que se debieron valorar oportunamente. (Fls. 255 a 257 C.1)
Por su parte, el Ejército Nacional, mediante oficio de 5 de diciembre de 2002 allegó los alegatos de conclusión. (Fls. 258 a 261 C. ppal). Expuso, entre otras cosas, que Barrancabermeja ha sido una zona donde ha operado grupos subversivos, pero dicha situación no hacía que ese conocimiento se tradujera para el futuro en situaciones de previsibilidad. Por lo tanto, no se acreditó dentro del plenario que para la fecha y lugar donde sucedieron los hechos la entidad demandada tuviera conocimiento previo a la ocurrencia inminente de ataques por parte de la subversión. Contrario a lo anterior, una vez la entidad demandada tuvo conocimiento del hurto del camión por parte de grupos al margen de la ley, desplegó su fuerza para tratar de recuperarlo. (Fl. 259 C. ppal) 

Por último, mediante escrito de 6 de diciembre de 2002 la parte demandante presentó los alegatos de conclusión reiterando los argumentos expuestos en el libelo de la demanda (Fls. 262 a 266 C. ppal)  
5. Sentencia del Tribunal 
En sentencia de 21 de agosto de 2003 el Tribunal Administrativo de Santander denegó las pretensiones de la demanda. Para tomar esta decisión, el a quo  tuvo en cuenta las siguientes consideraciones (Fls. 269 a 294 C. ppal):

El problema jurídico planteado en el presente caso se circunscribe a la responsabilidad del Estado por la incineración del vehículo y del cargamento que se encontraba en el automotor por la falla en la prestación del servicio de seguridad y vigilancia, el cual, a juicio de la parte actora, debió ser reforzado luego de la noticia criminis del hurto del camión, de manera tal que impidieran la comisión de los hechos que atentaron contra los bienes de propiedad de los demandantes.  

Sin embargo, a juicio del Tribunal, de conformidad con el acervo probatorio, la realización de dicha conducta obedeció exclusivamente a la acción de los delincuentes con determinados propósitos, circunstancias que no comprometen la responsabilidad del Estado. Adujo que si bien el artículo 2 de la Constitución Política dispone que las autoridades de la República están instituidas para proteger a las personas en su vida, honra y bienes, esta responsabilidad no puede resultar automática cada vez que una persona resulta afectada en tales bienes, pues depende no solo de las circunstancias fácticas sino también de los recursos con que contaba la administración. (Fl. 290 C. ppal) 

En el caso en concreto, se trató de un acto de vandalismo que aun siendo previsible, dado los antecedentes de la zona y el hecho mismo de que la Guardia de Comando Operativo del Magdalena Medio tuvo conocimiento del hurto del vehículo y de las mercancías, no puede exigírsele a la administración lo imposible, esto es, ubicar de manera inmediata el automotor y evitar su incineración. (Fl. 291 C. ppal)

Así mismo, indicó que de acuerdo con el informe rendido por el Jefe de la Unidad Investigativa de la SIJIN de Barrancabermeja, la zona donde fue incinerado el camión era catalogada como de alta influencia subversiva y, solo se atendían casos en esos sitios previa autorización del Comando Operativo. Lo anterior implicaba que requería llevarse un procedimiento y autorización del Comando y, si bien se desconocía si el radio operador de turno reportó el caso y éste asignó o no alguna patrulla para que atendiera el caso, esta circunstancia en principio configuraría una conducta omisiva, sin embargo, por ese solo hecho, no se constituía en la causa eficiente del daño y, el actuar delictivo, escapaba al control de las autoridades en zona de alto riesgo, además se debía tener presente que la Guardia no contaba con los medios de transporte para que el servicio hubiere facilitado una reacción inmediata y efectiva. (Fl. 292 C. ppal)  

A su vez, de acuerdo con el informe oficial “la persona no se presentó a la unidad a reportar el hecho para prestarle colaboración”, por lo que si bien los afectados se dirigieron a la Guardia del Comando de Policía, no se dirigieron ante la Unidad Investigativa de la Policía Nacional para efectos de suministrar mayores datos y permitir llevar adelante las operaciones del caso. En cuanto a la actuación hecha por el señor Puentes (conductor del vehículo) solo acudió al Ejército Nacional a reportar verbalmente la incineración y el Ejército lo orientó sobre el procedimiento legal que debía seguir. Por lo tanto no se configuran los presupuestos de la responsabilidad contenidos en el artículo 90 de la Constitución en la medida en que el daño no es imputable a las autoridades, razón suficiente para denegar las pretensiones de la demanda y declarar probada la excepción del hecho de un tercero.  

6. El recurso de apelación y actuación en segunda instancia.
Contra lo así decidido se alzó la parte demandante con escrito de 3 de septiembre de 2003 en el cual argumentó lo siguiente: (Fls. 297 a 305 C. ppal) 

1. Se ha impetrado a lo largo del proceso la responsabilidad directa del Estado a través de la responsabilidad objetiva por omisión, en virtud de que habiendo existido una solicitud expresa y oportuna de intervención de las autoridades, éste desatendió e incumplió el deber de seguridad pública y como consecuencia de ello no se resistió el accionar delincuencial contra los bienes de propiedad de los demandantes. (Fl. 297 C. ppal) 

2. La solicitud expresa de los ofendidos fue oportuna, ya que el hurto del vehículo fue a las 10:30 de la mañana del día 14 de agosto de 1998 y la incineración del automotor acaeció media hora después, intermedio temporal en el que el señor Rodrigo Puentes en primer lugar le informó a las autoridades a la Policía más cercana, luego a la sede del Ejército Nacional y más adelante a la SIJIN. (Fl. 298 C. ppal) 

3. No existe prueba de lo dicho de la demanda respecto del despliegue de actividad ejercido por parte de las entidades demandadas (Fl. 299 C. ppal)

4. Desacuerdo respecto del hecho de un tercero que el Tribunal reconoció dentro del proceso, por cuanto no se explica en la providencia realmente los elementos configurativos de dicha causal, por lo que solicita a la Corporación un pronunciamiento expreso sobre cómo el actuar del tercero rompió el nexo de causalidad de la responsabilidad.  

5. Expresó el recurrente que la incineración del vehículo y de la carga efectivamente fue realizada por los delincuentes, pero las autoridades de haber obrado oportunamente, tales hechos no se hubiera consumado (Fl. 302 C. ppal) 

Por todo lo anterior, solicitó la aplicación del régimen excepcional de daño especial, pues si se consideran razones de seguridad para justificar la omisión, no resulta obvio que los demandantes tengan que soportar una carga distinta a los ciudadanos de otras regiones. (Fl. 305 C. ppal) 

Mediante auto de 11 de septiembre de 2003 el Tribunal concedió el recurso interpuesto (Fl. 307 C. ppal) y esta Corporación mediante providencia de 14 de noviembre de 2003 lo admitió (Fl. 311 C. ppal). Por último, mediante auto de 19 de noviembre de 2003 esta Corporación ordenó correr traslado a las partes y al Ministerio Público para que emitiera el concepto de rigor (Fl. 313 C. ppal) 

6.1 Alegatos de conclusión en segunda instancia 

La Policía Nacional
, la parte demandante
 y el Ejército Nacional
 presentaron escritos de alegatos de conclusión reiterando cada uno los argumentos expuestos a lo largo del proceso. El Ministerio Público guardó silencio. 

6.2 Audiencia de conciliación 

De conformidad con la facultad oficiosa otorgada al juez mediante el artículo 43 de la ley 640 de 2001, esta Corporación mediante auto de 7 de junio de 2012 fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia de conciliación (Fl. 348 C. ppal). Teniendo en cuenta que dicha audiencia fue aplazada en varias oportunidades, llegada la fecha y hora de la misma fracasó ésta en atención a que la parte demandante mediante escrito manifestó no asistirle ánimo conciliatorio.     
II. CONSIDERACIONES 
1. Competencia 

La Corporación es competente para conocer del asunto
, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante
 en proceso de doble instancia, seguido contra la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL, mediante el cual con sentencia de 21 de agosto de 2003 se declaró acreditado el hecho de un tercero y se denegaron las pretensiones de la demanda. 
2. Aspectos previos.
2.1 Prueba trasladada del proceso penal: La parte actora dentro de su escrito de demanda solicitó, entre otras pruebas, la remisión en copia auténtica del proceso penal que se inició con ocasión del hurto e incendio al vehículo de placar IRE – 547 y la mercancía que se encontraba en dicho automotor
. 

Conforme a lo anterior es importante resaltar que la posición de la Sub-sección ha reiterado la posibilidad de valorar la prueba trasladada a instancias del proceso contencioso administrativo, siempre que se cumpla con los presupuestos normativos del artículo 185
 del C.P.C., en atención a la remisión expresa que hace el artículo 168 del C.C.A.
, esto es, que se les puede dotar de valor probatorio y apreciar sin formalidad adicional en la medida en que el proceso del que se traslada, se hubiere practicado a petición de la parte contra quien se aduce o, con su audiencia
, respetando su derecho de defensa y cumpliendo con el principio de contradicción. 
Pese a lo anterior, en cuanto a la prueba trasladada del proceso penal, los criterios vertidos en la sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334 que recoge la posición de la Sección Tercera en tales eventos sostiene que: 
“(…) i) en “punto a la posibilidad de trasladar las pruebas, cualesquiera que sean, practicadas en otro proceso, la misma se encuentra autorizada por el artículo 185 del Estatuto Procesal Civil, siempre que se cumpla con los siguientes requisitos: - Que hayan sido válidamente practicadas. -  Que se trasladen en copia auténtica. - Que en el proceso primitivo se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aducen o con audiencia de ella”
; ii) la prueba trasladada del proceso penal ordinario a petición únicamente de la parte demandante no puede ser valorada
; iii) la ratificación de la prueba trasladada se suple con la admisión de su valoración
; iv) se puede valorar como indicio la prueba trasladada del proceso penal. En ese sentido, en la jurisprudencia se sostiene que las “pruebas trasladadas de los procesos penales y, por consiguiente, practicadas en éstos, con audiencia del funcionario y del agente del Ministerio Público, pero no ratificadas, cuando la ley lo exige, dentro del proceso de responsabilidad, en principio, no pueden valorarse. Se dice que en principio, porque sí pueden tener el valor de indicios que unidos a los  que resulten de otras pruebas, ellas sí practicadas dentro del proceso contencioso administrativo lleven al juzgador a la convicción plena de aquello que se pretenda establecer”
 (…)

b) la prueba testimonial rendida ante la jurisdicción ordinaria y trasladada no puede valorarse ya que no fue ratificada y no fue peticionada de común acuerdo
; vii) “la Sala, en aplicación del principio de lealtad procesal, ha reiterado que hay casos en los cuales sin ratificación del testimonio, el mismo puede y debe ser válidamente apreciado cuando es allegado a petición de una de las partes y la otra parte estructura su defensa con fundamento en aquél, o cuando las dos partes lo solicitan como prueba, una en la demanda y la otra en el escrito de contestación, siempre que sean allegados en copia auténtica, porque así lo dispone la norma general sobre prueba trasladada (art. 185 C.P.C)”
; viii) en “relación con el traslado de documentos, públicos o privados autenticados, estos pueden ser valorados en el proceso contencioso administrativo al cual son trasladados, siempre que se haya cumplido el trámite previsto en el artículo 289 del Código de Procedimiento Civil. Conforme a lo anterior, es claro que sin el cumplimiento de los requisitos precitados las pruebas documentales y testimoniales practicadas en otro proceso no pueden ser valoradas para adoptar la decisión de mérito”
, salvo: a) cuando la prueba documental trasladada puede valorarse “toda vez que ésta estuvo en el expediente a disposición de la parte demandada, quien tuvo la oportunidad de controvertirla”
; b) la prueba trasladada puede ser valorada cuando fue utilizada por la contraparte, por ejemplo demandada, para estructurar la defensa en los alegatos de conclusión
; (…) xii) puede valorarse la prueba trasladada cuando la parte demandada se allana expresamente e incondicionalmente a la solicitud de pruebas presentada por la parte demandante en la demanda; xiii) puede valorarse como prueba trasladada el documento producido por autoridad pública aportado e invocado por la parte demandante
 (…)”.
Con fundamento en todo lo anterior, se observa que dentro del proceso penal, obra copia auténtica de las denuncias y sus ampliaciones presentadas por los aquí demandantes (Fls. 92 92, 95 a 98; 101 y 102 C.1), así como la declaración del señor Luís Modesto Bautista Santos (era la persona que acompañaba a los actores en el momento del hurto del vehículo) (Fl. 103 y 104 C. 1). Tanto las denuncias como la declaración, si bien se encuentran juramentadas, lo cierto es que las mismas no pueden ser valoradas, ya que no fueron ratificadas o peticionadas de común acuerdo; así mismo, ninguna de las entidades demandadas o la parte actora, fundamentaron su defensa con base en tales diligencias. 

Respecto de los documentos que se encuentran en el proceso penal trasladado, serán valorados los mismos, ya que, con fundamento en los criterios jurisprudenciales, éstos estuvieron a disposición de la parte demandada, quien tuvo la oportunidad de controvertirla y en el presente caso no lo hizo. 

2.2 Documentos emanados de la parte demandada allegados por la parte actora: por otro lado, existen unos documentos en original y otros en copia simple allegados por la parte demandante pero emanados por las entidades demandadas, consistente en las respuestas a los derechos de petición que en su momento el apoderado de los actores elevó ante la Policía y el Ejército Nacional
. 

Respecto de estos documentos, la Subsección los valorará toda vez que las entidades demandadas, así como la parte demandante los utilizaron para la defensa de sus intereses no solo en la demanda, sino en su contestación y alegatos de conclusión.

3. Problema jurídico 
¿La incineración tanto del vehículo como de la mercancía que allí se transportaba resulta imputable a las entidades demandadas por la omisión en no brindar de manera oportuna la protección que los demandantes alegan que solicitaron?
4. Del acervo probatorio 

Dentro del expediente, obran las siguientes pruebas relevantes: 
1. Original del derecho de petición con fecha 15 de septiembre de 1998 dirigido a la oficina judicial de Santander donde el apoderado de los actores solicitó un informe sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar de los hechos acaecidos el 14 de agosto de 1998 en el barrio la floresta de Barrancabermeja; copia de las actas y/o registros internos de la anterior información; y un informe sobre los operativos y acciones del personal de esa institución con el objeto de atender la situación presentada por los señores Puentes y  Méndez (Fl. 4 C.1) 

2. Oficio de 16 de septiembre de 1998 No. 1263 /SIJIN DESAN de la Policía Nacional sección policía e investigación de Santander, mediante el cual dio respuesta al derecho de petición anterior, anexando copia del oficio No.1792 mediante el cual el Jefe de la Unidad Investigativa de la SIJIN de Barrancabermeja, resolvió el derecho de petición. (Fls. 5 y 6 C.1) El oficio consignó lo siguiente: 

“(…) De acuerdo con la fecha y las circunstancias como ocurrió el hecho, se verificó en la Unidad de Denuncias de esta Unidad, estableciendo que para tal fecha no se recibió querella alguna por el hurto o incineración del vehículo de placa IRE- 547. De igual forma, se verificó con la Central de Comunicaciones, si allí había algún reporte del ilícito, encontrando solo una anotación, en la que se menciona haber recibido la información en la Guardia del Comando Operativo del Magdalena Medio sobre el hurto y posible incineración del vehículo, desconociendo si el radio operador de turno, reportó este caso y si asignó a alguna patrulla para que lo atendiera.      
Es de anotar, que según la anotación hallada en la minuta que lleva la Central de Comunicaciones del Distrito B/bermeja, para el lugar a donde fue llevado el vehículo (Corregimiento El Llanito), es una zona de alta influencia subversiva, y solo se atienden casos en esos sitios, previa autorización del Comando Operativo (…)”. (Fl. 6 C.1) 

3. Original del derecho de petición con fecha 15 de septiembre de 1998 dirigido a la Policía Nacional – División de Santander, solicitando información similar al derecho de petición descrito en el numeral 1 (Fl. 7 C.1).

4. Copia simple del oficio 1781/JEFAT SIJIN del Departamento de Policía de Santander sección Policía judicial e investigación de fecha 16 de septiembre de 1998, mediante el cual la Unidad Investigativa de Barrancabermeja dio la misma información contenida en el oficio 1792 de 17 de septiembre de 1998. (Fl. 9 C.1) 
5. Oficio de 21 de septiembre de 1998 suscrito por el apoderado de los señores y dirigido al Jefe de SIJIN DESAN mediante el cual solicitó respuesta completa a los puntos descritos en el derecho de petición elevado el 15 de septiembre de 1998. (Fl. 11 C.1)  
6. Oficio No. 1821/SIJIN DESAN del Departamento de Policía de Santander, Sección policía judicial e investigativa suscrito por el Jefe SIJIN DESAN, con fecha de 25 de septiembre de 1998, mediante el cual dio respuesta al anterior escrito anexando copia del oficio bajo el número OF 1905/ JEFAT – SIJIN de la Policía Nacional, Departamento de Policía de Santander sección Policía judicial e investigación, en el que amplió a respuesta al derecho de petición radicado bajo el número 1792 (Fl. 2 C.1) (el oficio es suscrito por el jefe de la unidad investigativa de la policía judicial). Se consignó en el mencionado escrito que:
“(…) Con respecto al segundo punto de la petición, me permito adjuntar fotocopia de la minuta de servicio que se lleva en la Estación Cien del Comando de esta localidad, folios 266 y 267, donde consta que se acercaron a la guardia del Comando unos ciudadanos informando el hurto de la camioneta Dodge 350, color blanco, conducida por el señor RODRIGO CIFUENTES, la cual fue hurtada en el barrio La Floresta y manifestó el afectado formular denuncia en esta Unidad; en donde consultados los archivos no aparece instaurada ninguna denuncia penal por este hecho. 

Referente al tercer punto, el lugar a donde presuntamente llevaron el vehículo hurtado, está ubicado en un sector considerado como zona de orden público, por lo cual, allí solo se realizan operaciones previa autorización del Comandante Operativo Especial del Magdalena Medio; además, la persona afectada no se presentó a esta Unidad a reportar el hecho, para prestarle la colaboración (…)”. (Fl. 13 C.1)       
7. Copias auténticas de las minutas donde aparece una anotación sobre el hurto de un camión en los siguientes términos:

“(…) 14/08/98 10:50 ANOTACIÓN: A la hora se asercan (sic) a la guardia unos cuidadanos manifestando sobre el hurto de una camioneta 350 color blanco, carpa negra, Dodge, conducido por el señor Rodrigo Cifuentes, sin más datos hurtado en el barrio la floresta cogieron vía al llanito donde la que (ilegible) afectado se dirigió a la Sub fin Instauran denuncia se informa esta novedad a comando COEMM (…)”. (Fls. 14 y 15 C.1)
8. Oficio de fecha 6 de octubre de 1998 No. 4356/ COMAN – DESAN Suscrito por el Comandante del Departamento de Policía Santander, dando respuesta al derecho de petición elevado por el apoderado de los aquí demandantes anexando copia de las anteriores respuestas al derecho de petición. (Fls. 17 y 18 C.1)  

9. Copia auténtica de oficio No. 3689/ BR5-BAGRA-S2-INT -252 de fecha 19 de agosto de 1998 suscrito por el Comandante del Batallón de A.D.A., No. 2 “Nueva Granada” del Ejército Nacional dirigido al señor Álvaro Puentes Álvarez. En este escrito se consignó lo siguiente: (Fl. 19 C.1) 

“(…) El suscrito Comandante del Batallón A.D.A., No. 2 “NUEVA GRANADA” certifica que el día 14/AGO-98 a las 10:30 horas, en el Barrio la Floresta de la ciudad de Barrancabermeja (S), hizo presencia un grupo de bandoleros integrantes de las Milicias Bolivarianas de las Fuerzas Armadas Revolucionarias Comunistas (FARC) y milicias populares del Ejército de Liberación Nacional (ELN) y Obreras del (ELP), interceptando el vehículo de servicio particular, Marca DODGE, Placas IRE- 547, Modelo 79, el cual fue transportado por mencionados bandoleros a la vía que conduce de Barrancabermeja al Corregimiento el Llano, sitio conocido como el rancho, lugar donde fue incinerado mencionado vehículo.  

Es de anotar que el área en mención se considera como de zona roja, debido a la continua presencia de grupos subversivos (…)

PROPIETARIO: RODRIGO PUENTES ÁLVAREZ C.C. No. 5.724.260 de RIONEGRO (S) (…)”. 

10. Original del derecho de petición con fecha 14 de septiembre de 1998 dirigido a la Segunda División del Ejército Nacional, solicitando información similar al derecho de petición descrito en el numeral 1 (Fl. 20 C.1). 

11. Mediante oficio No. 0790/BR5-CDO-B6-743 de 21 de septiembre de 1998 suscrito por el Comandante de la Quinta Brigada del Ejército Nacional, dio respuesta al derecho de petición anterior consignando la misma información contenida en el oficio No. 3689 de 19 de agosto de 1998 (Numeral 9). Así mismo, se anexó copia del informe emitido por el Comandante del Batallón Nueva Granada, documentos del vehículo y certificación dada por el Fiscal Primero Delegado ante los Juzgados Penales del Circuito de Barrancabermeja de la investigación Preliminar. (Fl. 20 A y 21 C.1) 

12. Escrito de 19 de septiembre de 1998 del informe dirigido al Comandante de la Quinta Brigada del Ejército dirigida al Comandante del Batallón A.D.A. No. 2 Nueva Granada  indicó lo siguiente: (Fls. 22 y 23 C.1) 

“(…) Por medio del presente me permito informar al señor Brigadier General Comandante de la Quinta Brigada la acción tomada con relación a la incineración del Vehículo de servicio particular de placas IRE- 547 de propiedad del Señor RODRIGO PUENTES ÁLVAREZ (…)

El día 14-AGO-98, se presentó en las instalaciones de la Unidad Táctica el señor RODRIGO PUENTES ÁLVAREZ, quien informo (sic) verbalmente sobre la incineración del vehículo en mención, orientándosele sobre el procedimiento legal que comienza con la formulación de denuncia ante la autoridad competente posteriormente la expedición de una certificación por parte del Batallón Nueva Granada previa presentación de la copia de la denuncia formulada por el hecho sucedido para efectos del trámite del seguro vehicular. Igualmente el señor RODRIGO PUENTES ÁLVAREZ, se le informó que para la recuperación de los restos del vehículo debía coordinar con la Policía Nacional quienes son los encargados de este tipo de casos de realizar las pruebas peritales en el lugar de los hechos y determinar la verdadera identidad del vehículo. 

El día 18- AGO- 98, regresa el señor en mención con el certificado expedido en la Fiscalía Primera delegada ante los juzgados penales del circuito entonces se le informó que regresara el día 19- AGO-98 para hacerle la entrega del respectivo concepto que emita el Comando del Batallón y así continuara con los trámites ante la Aseguradora (…).

Que el día 19-AGO-98, al señor RODRIGO PUENTES ÁLVAREZ se le entregó el concepto de la incineración del vehículo antes mencionado (…)”. 

13. Copia auténtica de la licencia de tránsito 0158848 del vehículo placas IRE- 547 marca DODGE, línea D300; modelo 7; clase de vehículo tipo camión, color perla de servicio particular con estacas; No. de motor: T930804C13; número de serie: DT930804, número de chasis: DT930804, cuyo propietario es el señor Rodrigo Puentes Álvarez. (Fl. 24 C.1)  
14 Copia auténtica de la tarjeta de la póliza de seguro de daños con fecha de expedición desde el 29 de septiembre de 1997 hasta el 29 de septiembre de 1998 (Fl. 25 C.1) 
15. Copia auténtica del certificado de la Inspección de Tránsito y Transporte de Barrancabermeja elaborado el 18 de agosto de 1998, en el que se consignó lo siguiente: (Fl. 26 C.1)  

“(…) DESCRIPCIÓN DE LOS DAÑOS: QUE AL INSPECCIONAR EL AUTOMOTOR SE ENCONTRO INCINERADO EL NOVENTA POR CIENTO. 

NOTA: SIN INCLUIR DAÑOS DE LA CARGS DESTRUIDA TOTALMENTE. 

AVALÚOS DE LOS DAÑOS: ONCE MILLONES TRESCIENTOS MIL PESOS ($11.300.000) 

CONCEPTOS TÉCNICOS: NO SE PUDO ESTABLECER POR EL DETERIORO QIE PRESENTA SUS SISTEMAS DE SEGURIDAD (…)”.

16. Copia auténtica del proceso penal radicado bajo el No. 13721 en el cual consta de: las denuncias presentadas por los demandantes, las ampliaciones de las denuncias y la declaración del señor Luís Modesto Bautista (Fls. 92; 95 a 98; 101 a 104 C.1); los documentos referentes a la morfología judicial de los presuntos delincuentes (Fls. 106 a 107 C.1); documentos allegados por el Director de Tránsito y Transporte de Santander sobre el historial del vehículo objeto de incineración (Fls. 115 a 165 C.1) y por último, providencia de 7 de abril de 1999 mediante el cual el Fiscal profirió resolución inhibitoria de la investigación previa, debido a la transcurrieron 180 días sin que se hubiese logrado proferir resolución de apertura de instrucción (Fl. 145 C.1)
17. Oficio de 23 de abril de 2002 suscrito por el Comandante del Batallón de A.D.A. No. 2 “Nueva Granda” del Ejército Nacional en el que informó que revisados los archivos de la unidad táctica no obraba antecedente así como constancia con respecto a la denuncia instaurada por el señor Rodrigo Puentes Álvarez. (Fl. 198 C.1) 

5. El daño 

El daño antijurídico comprendido, desde la dogmática jurídica de la responsabilidad civil extracontractual
 y del Estado, impone considerar dos componentes: a) el alcance del daño como entidad jurídica, esto es, “el menoscabo que a consecuencia de un acaecimiento o evento determinado sufre una persona ya en sus bienes vitales o naturales, ya en su propiedad o en su patrimonio”
; o la “lesión de un interés o con la alteración “in pejus” del bien idóneo para satisfacer aquel o con la pérdida o disponibilidad o del goce de un bien que lo demás permanece inalterado, como ocurre en supuestos de sustracción de la posesión de una cosa”
; y, b) aquello que derivado de la actividad, omisión, o de la inactividad de la administración pública no sea soportable i) bien porque es contrario a la Carta Política o a una norma legal, o ii) porque sea “irrazonable”
, en clave de los derechos e intereses constitucionalmente reconocidos; y, iii) porque no encuentra sustento en la prevalencia, respeto o consideración del interés general
. 

En cuanto al daño antijurídico, la jurisprudencia constitucional señala que la “antijuridicidad del perjuicio no depende de la licitud o ilicitud de la conducta desplegada por la Administración, sino de la no soportabilidad del daño por parte de la víctima”
. Así pues, y siguiendo la jurisprudencia constitucional, se ha señalado “que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de reparación estatal armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado Social de Derecho debido a que al Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de los administrados frente a la propia Administración”
.

De igual manera, la jurisprudencia constitucional considera que el daño antijurídico se encuadra en los “principios consagrados en la Constitución, tales como la solidaridad (Art. 1º), la igualdad (Art. 13), y en la garantía integral del patrimonio de los ciudadanos, prevista por los artículos 2º y 58 de la Constitución”
.

Debe quedar claro que es un concepto que es constante en la jurisprudencia del Consejo Estado, que debe ser objeto de adecuación y actualización a la luz de los principios del Estado Social de Derecho, ya que como lo señala el precedente de la Sala, un “Estado Social de Derecho y solidario y respetuoso de la dignidad de la persona humana, no puede causar daños antijurídicos y no indemnizarlos”
. Dicho daño tiene como características que sea cierto, presente o futuro, determinado o determinable
, anormal
 y que se trate de una situación jurídicamente protegida
.
En el sub lite, de acuerdo con el acervo probatorio, se encuentra acreditado el daño consistente en la pérdida del vehículo de placa IRE 547,  marca Dodge, modelo 1979 de servicio particular, tipo estacas, color perla, motor: T930804C13; chasis: DT930804, de propiedad del señor Rodrigo Puentes Álvarez el día 14 de agosto de 1998, con ocasión de la incineración efectuada en la carretera que conduce del corregimiento El Llano por sujetos armados al margen de la ley, con fundamento en lo establecido en el certificado No. 3689 BR5/BAGRA-S2-INT-252, expedido por el Ejército Nacional el 19 de agosto de 1998 (Fl. 19 C.1), así como el certificado de la Inspección de Tránsito y Transporte de Barrancabermeja elaborado el 18 de agosto de 1998 en el que consignó que el automotor tuvo el 90% de incineración. (Fl. 26 C.1)    

Se trata de un daño a un bien jurídicamente tutelado como es el derecho a la propiedad, ya que el señor Rodrigo Puentes Álvarez no estaba llamado a soportar tal situación como una carga ordinaria, ni siquiera extraordinaria, en atención al respeto de sus derechos constitucionales, lo que es incuestionable en un Estado Social de Derecho
, desde una perspectiva no sólo formal, sino también material de la antijuridicidad
.
Contrario a lo establecido en la demanda, no se encontró acreditado el daño alegado por el señor José Luís Méndez Abreo respecto de la incineración de la mercancía, por cuanto no existe una prueba que indicara por ejemplo el contrato de transporte que se celebró entre el señor Puentes y el señor Méndez, así como facturas o una relación de inventario que estableciera la cantidad y el contenido de la “mercancía” que se encontraba en el vehículo tipo camión. 
Con fundamento en lo anterior, no es suficiente constatar la existencia del daño como presupuesto de la responsabilidad, sino que es necesario realizar el correspondiente juicio de imputación que permita determinar si cabe o no atribuirlo fáctica y jurídicamente a las entidades demandadas, si opera alguna de las causales exonerativas de responsabilidad o se produce un evento de concurrencia de conductas u omisiones en la producción del daño.

6. Imputación de responsabilidad. 

6.1 Aplicación del principio iura novit curia: Antes de abordar el estudio y valoración de la responsabilidad o no de las entidades demandadas, la Subsección observa que la parte actora en su recurso de apelación consideró que el caso objeto de estudio y la responsabilidad del Estado podía gobernarse bajo el daño especial.

Con fundamento en lo anterior, ha determinado esta Sala que los escenarios en que se discute la responsabilidad patrimonial del Estado, se debe dar aplicación al principio iura novit curia, lo cual implica que frente a los hechos alegados y probados por la parte demandante, corresponde al juez definir la norma o el régimen aplicable al caso, potestad del juez que no debe confundirse con la modificación de la causa petendi, esto es, los hechos que se enuncian en la demanda como fundamento de la pretensión
.
Por lo tanto, tal como lo determinado el precedente de la Corporación 

“(…) La circunstancia de que los hechos relatados en la demanda sean constitutivos de una falla del servicio, o conformen un evento de riesgo excepcional o puedan ser subsumidos en cualquier otro régimen de responsabilidad patrimonial de los entes públicos, es una valoración teórica que incumbe efectuar autónomamente al juzgador, como dispensador del derecho ante la realidad histórica que las partes demuestren (…)”.
  

Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, se procederá a analizar las pruebas que obran en el expediente para establecer si el daño antijurídico cabe imputarlo fáctica y jurídicamente a las entidades demandadas, examinando los fundamentos invocados por la parte actora. 

6.2 Título de imputación: así mismo, con fundamento en las consideraciones planteadas en la Sala Plena de la Sección Tercera  
“(…) la Constitución de 1.991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte las razones tanto fácticas como jurídicas que den sustento a la decisión que habrá de adoptar. Por ello, la jurisdicción de lo contencioso administrativo ha dado cabida a la utilización de diversos “títulos de imputación” para la solución de los casos propuestos a su consideración, sin que esa circunstancia pueda entenderse como la existencia de un mandato que imponga la obligación al juez de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas –a manera de recetario- un específico título de imputación (…)”
. (Subrayado fuera de texto)

Bajo los anteriores presupuestos, y en desarrollo de esta consideración, la Subsección analizando conjunta e integralmente el acervo probatorio, estudiará si el caso se ajusta a alguna de las motivaciones o títulos de imputación acogidos por esta jurisdicción, sin que exista una camisa de fuerza para aplicar, de manera principal, el régimen objetivo y si éste no es aplicable, analizar el caso bajo el régimen subjetivo (falla en el servicio), o en su defecto, se evidencia una causal eximente de responsabilidad que enerve la responsabilidad de la administración o se produce una concurrencia de conductas que implique una disminución de la responsabilidad y por ende, del quantum indemnizatorio. 
6.3 El caso en concreto 

La parte actora adujo en los hechos de la demanda que el 14 de agosto de 1998 cuando los señores Puentes, Méndez y Bautista se encontraban en el barrio la Floresta de la ciudad de Barrancabermeja descargando la mercancía que se encontraba en el camión, sujetos encapuchados los amenazaron, procedieron a hurtar tanto el vehículo como la mercancía y llevándose consigo también al señor Puentes Álvarez. 

Los señores José Luís Méndez y Luís Modesto Bautista lograron escapar de las manos de los delincuentes y según éstos, se dirigieron a la Guardia del Comando Especial Operativo del Magdalena Medio de la Policía Nacional para informar sobre la anomalía, especificando que el vehículo se dirigía por la vía al Llano y clamando por la vida del conductor e integridad de los bienes de los demandantes. 

Alegan que ante la desatención de las autoridades, éstos se dirigieron al Ejército Nacional, quienes tampoco prestaron la ayuda requerida y tuvieron que dirigirse a la SIJIN quienes los remitieron a la Fiscalía y al arribar a este último lugar, se enteraron por medio de la empresa radio taxi, que el vehículo había sido incinerado. 

Se advierte que no se discute, y es claro para la Subsección, que los hechos perpetrados fueron ocasionados por terceros, específicamente por miembros armados al margen de la ley, esto es, el hurto y la incineración del vehículo fueron conductas ajenas de las entidades demandadas. Pese a ello, debe resolver la Sala, de acuerdo con lo alegado por la parte demandante, la existencia de la falla en el servicio por la omisión de las entidades demandadas, ante el pedido de los actores de proteger los bienes y vida de quien conducía el vehículo, omisiones que se traducen en no haber desplegado las acciones tendientes a evitar el resultado dañoso. 

La base genérica de todo deber normativo de protección de los ciudadanos en cabeza del Estado lo consagra el artículo 2° de la Carta Política, en el que se delimitan los fines esenciales del Estado y, se consagra el mandato expreso dirigido a las autoridades de la República para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. Es, sin duda, la afirmación del Estado Social de Derecho, en el que la garantía de los derechos del individuo adquiere el carácter de deber positivo
 de la Administración Pública. Y es esencial, si se quiere consolidar un modelo de democracia funcional, esto es, de aquella en la que se garanticen “los presupuestos materiales para el ejercicio efectivo de las libertades civiles y políticas”
, que haga posible una verdadera democracia.
Con base en lo anterior, se tiene que la fuerza pública como autoridad de la República, se encuentra integrada por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional (Artículo 216 C.P); la primera, tiene como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional, por su parte, la Policía Nacional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 218 de la Constitución, es un cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz.
Cabe afirmar que la expresión del deber normativo (positivo) en cabeza del Estado y, propiamente, de la Policía Nacional se vino a concretar (en la construcción de un principio de legalidad) en el Decreto 1355 de 1970
 (Código Nacional de Policía, vigente para la época de los hechos), en cuyo artículo 1° se definía la función de la Policía Nacional consistente en la protección de todos los habitantes del territorio colombiano en su libertad y en los derechos derivados de ella, bajo los límites establecidos en la Constitución Nacional, en la ley, en las Convenciones y Tratados Internacionales, en el Reglamento de Policía y en los principios universales del derecho. Seguidamente, el artículo 2° determinaba que le compete a este cuerpo civil la conservación del orden público como resultado de la  prevención y la eliminación de las perturbaciones de la seguridad, de la tranquilidad, de la salubridad y la moralidad públicas. 

A su vez, el artículo 32 del mismo decreto establecía que: “Los funcionarios de policía están obligados a dar sin dilación el apoyo de su fuerza por propia iniciativa o porque se les pida directamente de palabra o por voces de auxilio, a toda persona que esté urgida de esa asistencia para proteger su vida, o sus bienes, o la inviolabilidad de su domicilio, o su libertad personal, o su tranquilidad”.
 

Uno de los argumentos expuestos por los actores que desestiman la decisión del Tribunal de primera instancia se refiere a que existiendo una solicitud expresa y oportuna de intervención de las autoridades, éste desatendió e incumplió el deber de seguridad pública y como consecuencia de ello no se resistió el accionar delincuencial contra los bienes de propiedad de los demandantes.  

De acuerdo con el acervo probatorio, se observa que, contrario a lo sostenido por los actores, la pérdida del vehículo no es imputable fáctica ni jurídicamente a las entidades demandadas, por cuanto el dueño del automotor al momento de acercarse al Ejército Nacional, ya conocía de la incineración perpetrada a su camión, por lo que era inocuo tomar las medidas tendientes a evitar la quema del vehículo, por cuanto ya se había consumado tal situación. 

Este hecho se acreditó mediante los siguientes medios probatorios:

El Ejército Nacional conoció de los hechos acaecidos el 14 de agosto de 1998 tal como lo consignó en el oficio de 19 de septiembre de 1998 (informe dirigido al Comandante de la Quinta Brigada del Ejército dirigida al Comandante del Batallón A.D.A. No. 2 Nueva Granada) expresando que 

Por medio del presente me permito informar al señor Brigadier General Comandante de la Quinta Brigada la acción tomada con relación a la incineración del Vehículo de servicio particular de placas IRE- 547 de propiedad del Señor RODRIGO PUENTES ÁLVAREZ (…)

El día 14-AGO-98, se presentó en las instalaciones de la Unidad Táctica el señor RODRIGO PUENTES ÁLVAREZ, quien informo (sic) verbalmente sobre la incineración del vehículo en mención, orientándosele sobre el procedimiento legal que comienza con la formulación de denuncia ante la autoridad competente posteriormente la expedición de una certificación por parte del Batallón Nueva Granada previa presentación de la copia de la denuncia formulada por el hecho sucedido para efectos del trámite del seguro vehicular. Igualmente el señor RODRIGO PUENTES ÁLVAREZ, se le informó que para la recuperación de los restos del vehículo debía coordinar con la Policía Nacional quienes son los encargados de este tipo de casos de realizar las pruebas peritales en el lugar de los hechos y determinar la verdadera identidad del vehículo. 

El día 18- AGO- 98, regresa el señor en mención con el certificado expedido en la Fiscalía Primera delegada ante los juzgados penales del circuito entonces se le informó que regresara el día 19- AGO-98 para hacerle la entrega del respectivo concepto que emita el Comando del Batallón y así continuara con los trámites ante la Aseguradora (…).

Que el día 19-AGO-98, al señor RODRIGO PUENTES ÁLVAREZ se le entregó el concepto de la incineración del vehículo antes mencionado (…)”. 

Conforme a lo anterior, el demandante Rodrigo Puentes, conductor del vehículo, al acercarse a las instalaciones del Ejército Nacional, conocía de la incineración del vehículo y quien le avisó a las autoridades militares verbalmente sobre este hecho. Contrario a lo sostenido por los actores, la entidad demandada orientó al señor Puentes Álvarez sobre los trámites necesarios que debía adelantarse para recuperar el vehículo por medio del seguro que tenía vigente.

Como consecuencia de lo anterior, sería equivocado imputarle la responsabilidad al Ejército Nacional por una omisión, pues mal podrá actuar o efectuar un operativo para contrarrestar un hecho que ya se encontraba consumado y que es la base de la demanda y sus pretensiones, esto es, que por la ausencia de actuación de la administración, se hubiera podido evitar la incineración del vehículo, pero en este caso, el hecho ya se había perpetrado por terceros, para lo cual queda sin sustento jurídico imponerle una declaratoria de responsabilidad a esta entidad demandada. 

En cuanto a la responsabilidad de la Policía Nacional y sus dependencias, obran las comunicaciones de 16 y 17 de septiembre de 1998 en las que se indicó que en la unidad de denuncias no se observó querella o denuncia por el hurto o incineración del vehículo. 

Así mismo, se observó en la central de comunicaciones la recepción de una anotación por parte del Comando Operativo del Magdalena Medio sobre el hurto y posible incineración del vehículo, desconociendo si el radio operador de turno, reportó este caso y si asignó a alguna patrulla para que lo atendiera.         

Si bien de la simple lectura del oficio visto a folio 6 del cuaderno 1 y reseñado en el capítulo de los medios probatorios, se podría interpretar que el Comando operativo no reportó el caso y tampoco se asignó el personal para atender y contrarrestar la situación, lo cierto es que para ese momento cualquier despliegue de actividad era infructuosa para evitar la destrucción del automotor, por cuanto el vehículo ya había sido incinerado de acuerdo con los lineamientos anteriormente expuestos.

Por último, es importante destacar que los oficios emanados por las autoridades demandadas calificaron la zona donde fue incinerado el camión como de orden público, por lo que para el efecto del ejercicio de la actividad que les compete en especial a la Policía Nacional, debían ejercerse previa autorización del Comando de Operaciones. Por lo tanto, no se presentó una omisión por parte de la Policía Nacional y del Ejército Nacional, ya que no puede atribuirse la incineración del camión a la omisión de las entidades demandadas, por cuanto este hecho acaeció luego de haber solicitado la ayuda a las autoridades competentes.    

Por último, esta Sala considera que no puede aplicarse el daño especial como título para declarar la responsabilidad de la administración debido a que esta tesis se sustenta en que “en ejercicio de sus competencias y obrando dentro del marco de las disposiciones legales, causa con su actuación un perjuicio de naturaleza especial y anormal a un administrado, un daño que excede el sacrificio que el común de los ciudadanos debe normalmente soportar en razón de la peculiar naturaleza de los poderes públicos y de la actuación estatal”
. 
Bajo este contexto, y de acuerdo con los elementos que compone el daño especial
, no se observa un actuar legítimo de la administración que haya causado el daño a los demandantes, poniéndolos en situación que excede el sacrificio que normalmente los ciudadanos deben soportar, ni que represente una ruptura de la igualdad de las cargas públicas, por cuanto, se insiste, el actuar del Estado bajo los hechos acreditados se hizo efectivo con posterioridad a la incineración, por lo que resulta incorrecto determinar que la actuación de las entidades demandadas fue lo que ocasionó la quema del vehículo, ya que se demostró que el dueño del automotor conocía de la deflagración y posterior a tal situación, solicitó la ayuda de las autoridades y no como lo argumentó la parte actora en su escrito de demanda. 

Por todo lo anterior, esta Subsección modificará la sentencia de primera instancia para simplemente denegar las pretensiones de la demanda. 
8. Condena en costas
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente, y como en este caso ninguna de aquellas actuó de esa forma, no se impondrán.
En mérito de lo expuesto, El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sub Sección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley.
RESUELVE 
Modifíquese la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Santander el 21 de agosto de 2003 y en su lugar se resuelve: 
“(…) PRIMERO: DENIEGANSE las súplicas de la demanda (…)”.
SEGUNDO: Sin condena en costas. 

TERCERO: Devuélvase el expediente al Tribunal de origen una vez ejecutoriada la presente sentencia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA 
Presidente de la Sala
OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ                            ENRIQUE GIL BOTERO

Magistrada                                                                          Magistrado 

� Fls. 315 a 318 C. ppal, de 27 de enero de 2004. Reitera argumentos expuestos en la contestación de la demanda y alegatos de conclusión de primera instancia. 


� Fls. 325 a 334 C. ppal, de 2 de febrero de 2004. Reitera argumentos expuestos en el recurso de apelación. 


� Fls. 335 a 341 C. ppal, de 3 de febrero de 2004. Reitera argumentos expuestos en contestación de la demanda y alegatos de conclusión de primera instancia.  


� De conformidad con el artículo 129 del C.C.A., subrogado por el artículo 37 de la Ley 446 de 1998.


� La pretensión mayor en la demanda corresponde a $50.771.496 por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante. A la fecha de la presentación de la demanda - 28 de agosto de 1999-, este valor supera el exigido para que el proceso sea de dos instancias (Decreto 597 de 1988 - $18.850.000).


� Mediante oficio de 22 de enero de 2002 la parte demandante allegó copia auténtica del proceso penal remitido a su vez por la Unidad delegada ante los jueces penales del circuito el 21 de diciembre de 2001 (Fls. 90 a 171 C. 1) 


� “Las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia auténtica, y serán apreciables sin más formalidades, siempre que en el proceso primitivo se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella”.


� En los procesos ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo se aplicarán en cuanto resulten compatibles con las normas de este Código, las del Procedimiento Civil en lo relacionado con la admisibilidad de los medios de prueba, forma de practicarlas y criterios de valoración.


� Sección Tercera, sentencia de 19 de octubre de 2011, expediente: 19969; 9 de mayo de 2012, expediente: 20334; 22 de octubre de 2012, expediente: 24070; 30 de enero de 2013, expediente: 25175. 


� Sección Tercera, sentencia de 21 de abril de 2004, expediente 13607.


� Sección Tercera, sentencia de 29 de enero de 2004, expediente 14951.


� Sección Tercera, sentencia de 22 de abril de 2004, expediente 15088.


� Sección Tercera, sentencia de 24 de noviembre de 1989, expediente 5573.


� Sección Tercera, sentencias de 14 de abril de 2004, expediente 15630; de 22 de abril de 2004, expediente 14877; de 5 de diciembre de 2005, expediente 15914. “(…) El artículo 229 del mismo código dispone: “Sólo podrán ratificarse en un proceso las declaraciones de testigos: “Cuando se hayan rendido en otro, sin citación o intervención de la persona contra quien se aduzcan en el posterior. “Cuando se hayan recibido fuera del proceso en los casos y con los requisitos previstos en los artículos 298 y 299. “Se prescindirá de la ratificación cuando las partes lo soliciten de común acuerdo, mediante escrito autenticado como se dispone para la demanda o verbalmente en audiencia, y el juez no la considera necesaria. “Para la ratificación se repetirá el interrogatorio en la forma establecida para la recepción del testimonio en el mismo proceso, sin permitir que el testigo lea su declaración anterior”. “Conforme a lo anterior, se tiene que los testimonios practicados en un proceso diferente de aquél en el que se pretende su valoración sólo pueden ser tenidos en cuenta por el juzgador cuando son trasladados, en copia auténtica, y siempre que hayan sido practicados con audiencia de la parte contra la cual se aducen, o cuando, sin cumplir este último requisito, son ratificados en el nuevo proceso, siguiendo el procedimiento previsto en el artículo 229 del C. de P. C. Si no se dan estas condiciones, las pruebas aludidas no podrán apreciarse válidamente (se subraya). “En relación con la indagatoria de un agente estatal, practicada dentro de un proceso penal, debe tenerse en cuenta, adicionalmente, que no puede ser trasladada a un proceso administrativo, ya que no puede valorarse, en ningún caso, como prueba testimonial ni someterse a ratificación. En efecto, si bien se trata de una declaración rendida por un tercero, que no se identifica con la entidad estatal que tiene la calidad de parte dentro del proceso administrativo, no cumple los requisitos del testimonio, porque no se rinde bajo juramento. Así las cosas, siempre que se quiera hacer valer la declaración del respectivo agente estatal, dentro de este tipo de procesos, debe ordenarse la práctica de su testimonio” (subrayado fuera de texto). Sección Tercera, sentencia de 13 de abril de 2000, expediente 11898.


� Sección Tercera, sentencia de 21 de abril de 2004, expediente 13607. Si la prueba testimonial trasladada no cumple las condiciones del artículo 185 del CPC está obligada a ser ratificada “salvo que la parte contra la cual se aducen la acepte o acuda a ella para analizar el problema jurídico debatido en las oportunidades de intervención procesal que la ley le otorga (art.229 numeral 1º)”. Sección Tercera, sentencia de 1 de marzo de 2006, expediente 15284.


� Sección Tercera, sentencia de 21 de abril de 2004, expediente 13607. Además “se trata de una prueba documental que fue decretada en la primera instancia, lo cierto es que pudo ser controvertida en los términos del artículo 289 (…) por el cual se reitera, su apreciación es viable”. Sección Tercera, sentencia de 26 de febrero de 2009, expediente 16727. Puede verse también: Sección Tercera, sentencia de 30 de mayo de 2002, expediente 13476. “Se exceptúa respecto de los documentos públicos debidamente autenticados en los términos del art.254 CPC y los informes y peritaciones de entidades oficiales (art.243 CPC)”. Sección Tercera, Sub-sección B, sentencia de 14 de abril de 2011, expediente 20587.


� Sección Tercera, Sub-sección B, sentencia de 27 de abril de 2011, expediente 20374.


� Sección Tercera, sentencia de 9 de diciembre de 2004, expediente 14174.


� Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 18 de enero de 2012, expediente 19920.


� Folios 5,6 8 a 10; 12 a 20; 20 A - 23 C.1.


� “(…) el perjudicado a consecuencia del funcionamiento de un servicio público debe soportar el daño siempre que resulte (contrario a la letra o al espíritu de una norma legal o) simplemente irrazonable, conforme a la propia lógica de la responsabilidad patrimonial, que sea la Administración la que tenga que soportarlo”. PANTALEON, Fernando. “Cómo repensar la responsabilidad civil extracontractual (También de las Administraciones públicas)”, en AFDUAM, No.4, 2000, p.185. Martín Rebollo se pregunta: “¿Cuándo un daño es antijurídico? Se suele responder a esta pregunta diciendo que se trata de un daño que el particular no está obligado a soportar por no existir causas legales de justificación en el productor del mismo, esto es, en las Administraciones Públicas, que impongan la obligación de tolerarlo. Si existe tal obligación el daño, aunque económicamente real, no podrá ser tachado de daño antijurídico. Esto es, no cabrá hablar, pues, de lesión”. MARTIN REBOLLO, Luis. “La responsabilidad patrimonial de la administración pública en España: situación actual y nuevas perspectivas”, en BADELL MADRID, Rafael (Coord). Congreso Internacional de Derecho Administrativo (En Homenaje al PROF. LUIS H. FARIAS MATA). Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 2006, pp.278 y 279.


� LARENZ. “Derecho de obligaciones”, citado en DÍEZ PICAZO, Luis. Fundamentos de derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual. T.V. 1ª ed. Navarra, Thomson- Civitas, 2011, p.329.


� SCONAMIGLIO, R. “Novissimo digesto italiano”, citado en DÍEZ PICAZO, Luis. Fundamentos de derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual. T.V. 1ª ed. Navarra, Thomson-Civitas, 2011, p.329.


� “(…) que lo razonable, en buena lógica de responsabilidad extracontractual, para las Administraciones públicas nunca puede ser hacerlas más responsables de lo que sea razonable para los entes jurídico-privados que desarrollan en su propio interés actividades análogas”. PANTALEON, Fernando. “Cómo repensar la responsabilidad civil extracontractual (También de las Administraciones públicas)”., ob., cit., p.186.


� SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. “La cláusula constitucional de la responsabilidad del Estado: estructura, régimen y principio de convencionalidad como pilares en su construcción”, próximo a publicación.


� Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003. Así mismo, se considera: “El artículo 90 de la Carta, atendiendo las (sic) construcciones jurisprudenciales, le dio un nuevo enfoque normativo a la responsabilidad patrimonial del Estado desplazando su fundamento desde la falla del servicio hasta el daño antijurídico. Ello implica la ampliación del espacio en el que puede declararse la responsabilidad patrimonial del Estado pues el punto de partida para la determinación de esa responsabilidad ya no está determinado por la irregular actuación estatal – bien sea por la no prestación del servicio, por la prestación irregular o por la prestación tardía- sino por la producción de un daño antijurídico que la víctima no está en el deber de soportar, independientemente de la regularidad o irregularidad de esa actuación”. Corte Constitucional, sentencia C-285 de 2002. Debe advertirse que revisada la doctrina de la responsabilidad civil extracontractual puede encontrarse posturas según las cuales “debe rechazarse que el supuesto de hecho de las normas sobre responsabilidad civil extracontractual requiera un elemento de antijuricidad (sic)”. PANTALEÓN, Fernando. “Cómo repensar la responsabilidad civil extracontractual (También de las Administraciones públicas)”, en AFDUAM. No.4, 2000, p.168.


� Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996. Puede verse también: Corte Constitucional, sentencia C-918 de 2002. A lo que se agrega: “El artículo 90 de la Constitución Política le suministró un nuevo panorama normativo a la responsabilidad patrimonial del Estado. En primer lugar porque reguló expresamente una temática que entre nosotros por mucho tiempo estuvo supeditada a la labor hermenéutica de los jueces y que sólo tardíamente había sido regulada por la ley. Y en segundo lugar porque, al ligar la responsabilidad estatal a los fundamentos de la organización política por la que optó el constituyente de 1991, amplió expresamente el ámbito de la responsabilidad estatal haciendo que ella desbordara el límite de la falla del servicio y se enmarcara en el más amplio espacio del daño antijurídico”. Corte Constitucional, sentencia C-285 de 2002. Sin embargo, cabe advertir, apoyados en la doctrina iuscivilista que “no puede confundirse la antijuridicidad en materia de daños con lesiones de derechos subjetivos y, menos todavía, una concepción que los constriña, al modo alemán, a los derechos subjetivos absolutos, entendiendo por tales los derechos de la personalidad y la integridad física, el honor, la intimidad y la propia imagen y los derechos sobre las cosas, es decir, propiedad y derechos reales”. DÍEZ-PICAZO, Luis. Fundamentos del derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual. 1ª ed. Navarra, Aranzadi, 2011, p.297.


� Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996; C-832 de 2001. Cabe afirmar, que en la doctrina del derecho civil se advierte que “la antijuridicidad del daño no se produce porque exista violación de deberes jurídicos”, definiéndose como “violación de una norma especial o de la más genérica alterum non laedere”. DÍEZ-PICAZO, Luis. Fundamentos del derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual., ob., cit., p.298.


� Agregándose: “Para eludir el cumplimiento de sus deberes jurídicos no puede exigirle al juez que, como no le alcanzan sus recursos fiscales, no le condene por ejemplo, por los atentados de la fuerza pública, contra la dignidad de la persona humana". Sección Tercera, sentencia de 9 de febrero de 1995, expediente 9550.


� Sección Tercera, sentencia de 19 de mayo de 2005, expediente: 2001-01541 AG.


� “(…) por haber excedido los inconvenientes inherentes al funcionamiento del servicio”. Sección Tercera, sentencia de 14 de septiembre de 2000, expediente: 12166.


� Sección Tercera, sentencia de 2 de junio de 2005, expediente: 1999-02382 AG.


� La Corte Constitucional ha entendido que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de reparación estatal armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado Social de Derecho debido a que al Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de los administrados frente a la propia Administración [sentencia C-333 de 1996]. Igualmente ha considerado que se ajusta a distintos principios consagrados en la Constitución, tales como la solidaridad (Art. 1º) y la igualdad (Art. 13), y en la garantía integral del patrimonio de los ciudadanos, prevista por los artículos 2º y 58 de la Constitución [sentencia C-832 de 2001]”. Corte Constitucional, sentencia C-038 de 2006.


� Cabe fundarse en la aproximación al derecho penal, de manera que “se admite que al lado de una antijuridicidad formal, definida abstractamente por contraposición con el ordenamiento jurídico, existe una antijuridicidad material que está referida a juicios de valor… sólo desde un punto de vista valorativo se puede explicar que en la antijuridicidad tengan que encontrar su fundamento y su asiento las causas de justificación. En sentido material, la antijuridicidad es un juicio valorativo o juicio de desvalor que expresa… el carácter objetivamente indeseable para el ordenamiento jurídico, de una lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos y puede ser un juicio de desvalor acerca del resultado o un juicio de desvalor acerca de la conducta cuando ésta pueda ser considerada peligrosa ex ante”. DÍEZ-PICAZO, Luis. Fundamentos del derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual., ob., cit., p.303.


� Ver sentencias del Consejo de Estado Sección Tercera de 29 de agosto de 2007, expediente: 15494 y bajo la misma percepción la sentencia de 7 de octubre de 2009, expediente: 17629. Así mismo, puede consultarse las sentencias de 3 de octubre de 2007, expediente 22655 y sentencia de 14 de agosto de 2008, expediente 16413.


� Consejo de Estado Sección Tercera, sentencia de 20 de febrero 1989, expediente: 4655. Así mismo se dijo en sentencia de 14 de febrero de 1995, expediente: S-123 que: “(…) la Sala precisa que sí es posible en materia de juicios de responsabilidad extracontractual del Estado, la aplicación del principio iura novit curia, pero siempre teniendo en cuenta que a través de él no se puede llegar a la modificación de los fundamentos fácticos de la pretensión, expuestos en el libelo, los cuales constituyen su causa petendi y son los precisados por el actor, y no otros (…)”.


� Expediente: 18001-23-31-000-1999-00454-01 (24392)


� “El derecho a la vida implica no sólo la obligación negativa de no privar a nadie de la vida arbitrariamente, sino también la obligación positiva de tomar todas las medidas necesarias para asegurar que no sea violado aquel derecho básico”. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Villagrán Morales y otros (Caso de los “Niños de la Calle”), sentencia de 19 de noviembre de 1999, voto concurrente de los jueces Antonio Augusto Cancado Trindade y Alirio Abreu Burelli.


� ARANGO, Rodolfo. “Derechos, justicia constitucional y democracia”, en ARANGO, Rodolfo. Derecho, constitucionalismo y democracia. 1ª ed. No.33. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2004, p.129.


� � HYPERLINK "http://www.cntv.org.co/cntv_bop/basedoc/decreto/1970/decreto_1355_1970.html" �http://www.cntv.org.co/cntv_bop/basedoc/decreto/1970/decreto_1355_1970.html�.    


� Puede verse sentencia del Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, expediente: 19434 de 25 de julio de 2011.  


� Posición similar que puede encontrarse en sentencia de la Subsección C de 1° de febrero de 2012, expediente: 21657.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de 3 de mayo de 2007, expediente: 16696 C.P. Enrique Gil Botero.


� Sin duda alguna, en la construcción argumentativa (y probatoria) de la responsabilidad de la administración pública por daño especial debe hacerse especial énfasis en el carácter “anormal y especial” del daño, sin que haya lugar a confundirlo con el daño antijurídico propiamente dicho, sino a identificar dichas características como elementos que deben permitir al juez contencioso administrativo orientar el juicio de imputación (fáctico y jurídico). Precisamente, al momento de juzgar la anormalidad y especialidad el juez contencioso administrativo debe tener en cuenta que “toda vida en sociedad comporta inconvenientes, de los que los menos importantes entre ellos no deberán ser reparados. Así pues la construcción de un puente o de una represa, la construcción de una autopista modifica los hábitos y afecta los intereses. No es que se parta de un cierto “umbral” de molestias o inconvenientes que padecidas por tal o cual categoría de administrados (propietarios vecinos, comerciantes…) aparezcan con tal naturaleza que sean compensadas por los daños-intereses”. En cuanto a la anormalidad del daño, se afirma que es “aquel que excede lo “normal”, la media de molestias creadas en toda vida social”. Desde la perspectiva jurisprudencial francesa se extraen elementos del encuadramiento de la “anormalidad” del daño: “la distancia de una propiedad o de una explotación a una autopista, la duración de los trabajos, la intensidad de los ruidos que acompañan su ejecución, la profesión del reclamante y la baja proporción de asuntos en los que puede establecerse”. Por lo que hace referencia a la “especialidad” del daño se considera, en principio, que es una noción más cualitativa que cuantitativa, por lo que el “número de víctimas potenciales, que serían susceptibles de obtener reparación, no es determinante; para el juez administrativo, el criterio esencial es sobre todo la pertenencia de la víctima a un grupo fácilmente identificable. Especialmente, se debe constatar que en los múltiples casos de aplicación de la responsabilidad sin culpa (armas peligrosas, métodos peligrosos, actos individuales regulares), la víctima es única”. Aclaración de voto del Consejero Ponente a la sentencia proferida el 23 de agosto de 2012, expediente: 24392. 





